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La guerra es una vieja enemiga del Hombre, del Arte y de la Cul­
tura. Por razones obvias, no es posible incluir aquí una visión his­
tórica —por breve que fuere— sobre los saqueos, las destrucciones 
y los botines que a lo largo de los siglos han producido pérdidas, des­
apariciones y traslados forzosos de miles de obras de arte. No obs­
tante, la realidad actual bien nos puede servir de ejemplo. 

Ahora, en un país considerado la cuna de la civilización, la gue­
rra en Irak amenaza a su patr imonio con la destrucción, el saqueo 
y el tráfico ilegal de antigüedades, como sucedió en la Guerra del 
Golfo de 1990-1991. En efecto, el arco de Tesifonte, situado a unos 
30 de kilómetros de Bagdad y rodeado de una zona militar; la 
madrasa Munstansiriya de Bagdad, un impresionante edificio del 
siglo XIII que albergó la primera universidad del mundo árabe-islá­
mico; el zigurat de Ur, pr imera ciudad el mundo y gran capital 
sumeria entre los años 4.000 y 3.500 a.C. y en cuyas proximidades 
se halla la base aérea y el centro de radares de Tallil; los museos de 
Nasiriya y Mosul; o las excavaciones en la ciudad de Nínive ... fue­
ron alcanzados por los bombardeos u objeto de expolios en la men­
cionada guerra del Golfo. 

Al convocar la U.N.E.S.C.O. la Conferencia que adoptó la Conven­
ción relativa a la protección de bienes culturales en caso de conflicto 
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armado de 14 de mayo de 1954^, estaba cumpliendo un mandato espe­
cífico que aparecía ya en el Convenio de Londres de 16 de noviembre 
de 1945 por el que se creó aquella Organización Internacional. Los 
fines de ésta se definían en el artículo 1 cuando se señalaba que: «La 
Organización tiene por objeto mantener la paz y la seguridad aseguran­
do, mediante la educación, la ciencia y la cultura, la colaboración entre 
las naciones a fin de garantizar el respeto universal de la Justicia, de la 
Ley, de los derechos del hombre y de las libertades fundamentales para 
todos, sin distinción de raza, de sexo, de lengua o de religión, reconoci­
dos por la Carta de las Naciones Unidas a todos los pueblos». Para ello, 
se encomienda a la U.N.E.S.C.O., entre otras misiones, la de 

«velar por la conservación y protección del patrimonio universal 
de libros, de obras de arte y de otros monumentos de interés históri­
co o científico, y recomendar a los pueblos interesados la conclusión 
de acuerdos internacionales para tales fines». "^ 

El mandato de carácter general que condujo a la Convención de 
La Haya 1954 junto a un Reglamento anexo para la aplicación de la 
misma y a su Protocolo sobre la protección de bienes culturales en caso 

• A iniciativa de los Países Bajos, en el marco de la IV" sesión de la Conferencia 
General de la U.N.E.S.CO. (París, 1949), se adoptó la Resolución 6.42 que proclamó 
la defensa de los bienes de «valor cultural». Posteriormente, durante la V Conferencia 
General de la U.N.E.S.CO. (Florencia, 1950), el gobierno italiano presentó un ante­
proyecto de convención que, sobre la base de un previo proyecto de la Oficina Inter­
nacional de Museos, se acomodaba a los nuevos tiempos y a los nuevos medios y 
métodos de combate. Estos antecedentes culminaron con una Conferencia Diplo­
mática que se celebró en La Haya entre el 21 de abril y el 15 de mayo de 1954. 

La Convención de La Haya de 14 de mayo de 1954 entró en vigor el 7 de agosto 
de 1956. A fecha de 26 de marzo de 2003 (fecha del último depósito) había un total 
de 105 Estados que habían ratificado o se habían adherido a la Convención de La 

Haya de 1954. España depositó el instrumento de ratificación el 7 de julio de 1960 
(B.O.E. de 24 de noviembre de 1960; A. 1571). 

2 El impulso que ha recibido la protección de los bienes culturales bajo el patro­
cinio de la U.N.E.S.CO. se ha traducido en un conjunto normativo que, comenzando 
con esta Convención relativa a la protección de bienes culturales en caso de conflicto 

armado de 1954, continuó con la Convención sobre las medidas que deben adoptarse 

para prohibir e impedir la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de bien­

es culturales de 1970, la Convención sobre patrimonio mundial cultural y natural de 

1972, y que ha culminado recientemente con la Convención sobre la protección del 

patrimonio cultural subacuático de 2001. 
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de conflicto armado de 15 de mayo de 1954^ no está exento, sin embar­
go, de precedentes históricos que ponen de manifiesto la preocupa­
ción sentida por los hombres ante los desastres de la devastación béli­
ca, de forma que ya tuvo su regulación jurídica en los albores de la 
codificación de las leyes y usos de la guerra"*. 

Sin duda, la Convención de 1954 fue la culminación de todo un 
esfuerzo común de siglos y constituye «el primer conjunto coherente 

3 Las dificultades expresadas por algunos Estados para la adopción de las dis­
posiciones relativas a la restitución de los bienes llevó a los negociadores de la Con­
ferencia de La Haya de 1954 a conducir estas disposiciones a un Protocolo separa­
do, excluyéndolas del texto de la Convención de La Haya de 1954. 

Así pues, objetivo de este Protocolo de La Haya de 1954 consiste en impedir la 
exportación de los bienes culturales en territorio ocupado y adoptar medidas que 
aseguren la restitución de los bienes exportados ilegalmente. 

El Protocolo de La Haya de 1954 entró en vigor el 7 de agosto de 1956. A fecha 
de 26 de marzo de 2003 (fecha del último depósito) había un total de 87 Estados que 
habían ratificado o se habían adherido a este Protocolo. Respecto de España, lo hizo 
el 26 de junio de 1992 (B.O.E. de 25 de julio de 1992; A. 1655). 

4 Así, el artículo 27 del Reglamento de La Haya de 1899 dispone que, en los sitios 
y bombardeos se tomen todas las medidas necesarias para librar, en cuanto sea posi­
ble, «los edificios consagrados al culto, a las artes, a las ciencias y a la beneficencia 
...» Y el mismo artículo 27, en su revisión de 1907 añade a la enumeración anterior 
«los monumentos artísticos». Igualmente, análoga fórmula utiliza el artículo 5 del 
Convenio (IX) de La Haya de 18 de octubre de 1907 sobre el bombardeo por fuer­
zas navales en época de guerra. 

3 Las dificultades expresadas por algunos Estados para la adopción de las dis­
posiciones relativas a la restitución de los bienes llevó a los negociadores de la Con­
ferencia de La Haya de 1954 a conducir estas disposiciones a un Protocolo separa­
do, excluyéndolas del texto de la Convención de La Haya de 1954. 

Así pues, objetivo de este Protocolo de La Haya de 1954 consiste en impedir la 
exportación de los bienes culturales en territorio ocupado y adoptar medidas que 
aseguren la restitución de los bienes exportados ilegalmente. 

El Protocolo de La Haya de 1954 entró en vigor el 7 de agosto de 1956. A fecha 
de 26 de marzo de 2003 (fecha del último depósito) había un total de 87 Estados que 
habían ratificado o se habían adherido a este Protocolo. Respecto de España, lo hizo 
el 26 de junio de 1992 (B.O.E. de 25 de julio de 1992; A. 1655). 

'• Así, el artículo 27 del Reglamento de La Haya de 1899 dispone que, en los sitios y 
bombardeos se tomen todas las medidas necesarias peira librar, en cuanto sea posible, 
«los edificios consagrados al culto, a las artes, a las ciencias y ala beneficencia ...» Y el 
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de normas jurídicas de ámbito universal consagrado enteramente a la 
protección de los bienes culturales» como bien se manifiesta en su tex-
to^, pero no se consideró como el fin ideal. Quizás por ello, los Pro­
tocolos Adicionales de 1977 abordaron también el problema de la pro­
tección de los bienes culturales completando, en cierto modo, 
algunas de las disposiciones de la Convención de La Haya de 1954 y, 
posteriormente, es retomado el tema en el Protocolo II sobre prohi­
biciones o restricciones del empleo de minas, armas trampa y otros arte­
factos, según fue enmendado en 1996 y en el Protocolo III sobre pro­
hibiciones o restricciones del empleo de armas incendiarias de 1980^, 
ambos adicionales a la Convención sobre prohibiciones o restriccio­
nes del empleo de ciertas armas convencionales que pudieran consi­
derarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados de 1980^. 
Y, es más, este iter normativo no ha terminado aquí, puesto que 
recientemente se le ha añadido un Segundo Protocolo a dicha Con­
vención de La Haya de 1954, cuya relevancia para nuestro objeto de 
estudio quedará expuesta a continuación. 

Una de las virtudes de la Convención de La Haya de 1954 es la de 
haber introducido el concepto de «bienes culturales», bajo una 

mismo artículo 27, en su revisión de 1907 añade a la enumeración anterior «los monu­
mentos artísticos». Igualmente, análoga fórmula utiliza el artículo 5 del Convenio (IX) 
de La Haya de 18 de octubre de 1907 sobre el bombardeo por fuerzas navales en época de 
guerra. 

Finalmente, hay que citar el importante precedente del Tratado de Washington 
relativo a la protección de las instituciones artísticas y científicas y de los documen­
tos históricos, de 15 de abril de 1935 (Pacto Roerich), por virtud del cual los Estados 
Unidos y otros nueve Estados americanos (Brasil, Chile, Colombia, Cuba, El Salva­
dor, Guatemala, Méjico, República Dominicana y Venezuela) establecieron un sis­
tema protector de obras de arte. 

^ CAMPS MIRABET, Nuria, La protección internacional del patrimonio cultural, 
Tesis Doctoral inédita, Universitat de Lleida, Departament de Dret Public, mayo de 
2000, pp. 55-56. 

* Sobre el desarrollo histórico del esfuerzo internacional destinado a la protección 
de la propiedad cultural en periodo de conflicto armado, así como una breve exposi­
ción del mismo tras la Convención de La Haya de 1954, vid. TOMAN, Jirí, The Protec-
tion of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict. Commenary on the Convention 
for the Protection of Cultural Property in the Evento fo Armed Conflict and its Protocol, 
signed on May 1954 in The Hague, and on other Instruments of International law con-
ceming such protection, Dartmouth, UNESCO Publishing, 1996, pp. 3-36. 
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noción unívoca y más completa que los habitualmente utilizados en 
sus precedentes históricos y referentes posteriores^. En definitiva, ya 
no se protegen sólo las obras de arte o los lugares de culto, sino todos 
aquellos bienes que constituyen en esencia la manifestación de la cul­
tura de un determinado pueblo y que, en razón de su importancia, 
deben ser preservados de los efectos de la guerra. 

En este sentido, el artículo 1 de la Convención de La Haya de 1954 
establece un concepto descriptivo de «bienes culturales» que abarca 
tres grupos: 

a) Los bienes, muebles o inmuebles, que tengan una gran impor­
tancia para el patrimonio cultural de los pueblos^, entre los 
que cita: monumentos arquitectónicos, campos arqueológicos, 
conjuntos monumentales, obras de arte, manuscritos, libros 
y otros objetos de interés histórico, colecciones científicas, etc. 

b) Los edificios que, aún no siendo en sí mismos obras artísti­
cas, están destinados a conservar o exponer los bienes a que 
se refiere el apartado a). Por ejemplo, museos, grandes biblio­
tecas, archivos históricos, refugios para proteger bienes cul­
turales de carácter mueble, etc. 

c) Los «centros monumentales», que son aquellos lugares en que 
hay una gran concentración de bienes de los comprendidos en 
a ) y b ) . 

Asimismo, cuando este artículo 1 inicia su exposición sobre lo que 
se consideran como «bienes culturales» especifica que son los que 
ya hemos enumerado anteriormente «cualesquiera que sea su origen 
y propietario» a fin de dejar claramente establecido que la protección 
es completa y evitar cualquier duda sobre los bienes que, por ser de 
propiedad particular, no están habitualmente expuestos a la con-

^ CAMPS MIRABET, N., La protección internacional del patrimonio cultural, op. 

c¿f.,2000, pp. 82-86. 

* Sin duda, la inclusión en la definición del calificatívo de «importantes» o «de 
gran importancia» da lugar a interpretaciones varias y, desde luego, permite un cier­
to margen de discrecionalidad a las autoridades nacionales competentes a la hora 
de su calificación. No obstante, como bien se ha expuesto, el criterio «importante» 
fija un límite mínimo que evita eventuales apreciaciones arbitrarias y, en su caso, 
abusivas. CAMPS MIRABET, N., La protección internacional del patrimonio cultural, 

op. cit., 2000, pp. 84-85. 
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templación general. Además, el concepto es suficientemente amplio 
toda vez que las enumeraciones que se contienen en los apartados a) 
y b) del artículo 1 no son exhaustivas, sino simplemente enumerati­
vas, como lo demuestra el hecho de ser introducida por las palabras 
'/•tales como ...» 

Lo importante es que todos estos bienes gozan de una protección 
general y, algunos de ellos, de una protección especial que tiene por 
objeto su conservación en cuanto son constitutivos de un patrimo­
nio cultural que forma parte de la identidad de cada pueblo. En prin­
cipio, pues, hay un claro enlace entre esta Convención y aquellos 
otros tratados internacionales que tienen por objeto la protección 
misma de los derechos esenciales del hombre, entre los que no pue­
de olvidarse el derecho a su propia cultura. No obstante, no sería sufi­
ciente esta razón para decidir una protección reforzada, como es 
nuestro caso. Así pues, lo cierto es que el patrimonio cultural de cada 
pueblo forma parte del patrimonio cultural de toda la Humanidad. 
Y es, precisamente, el reconocimiento de que los bienes culturales 
pertenezcan a los intereses comunes de toda la especie lo que moti­
va su protección —y en algunos casos, su especial protección— por 
esta Convención de La Haya de 1954'^. 

Quizás hayamos tomado nota de que en ningún momento la Con­
vención de La Haya de 1954 nombra a los bienes naturales. En la Con­
ferencia se discutió la posible introducción de la protección de «luga­
res naturales de gran belleza» a propuesta de los Estados Unidos y 
de Japón, pero la idea quedó abandonada como resultado de la opi­
nión de la delegación francesa de que su definición sería compleja 
puesto que siempre tendría un cariz subjetivo y por el hecho de que 
los lugares naturales generalmente se restablecen muy rápidamente 
(¡!); no obstante —continuaba su exposición Francia— desde luego 
el artículo 1 abarcaría tales bienes naturales cuando, por ejemplo, el 

' Así, los párrafos 2° y 3° del Preámbulo de la Convención de La Haya de 1954 

que proclaman lo siguiente: «Las Altas Partes Contratantes (...) Convencidas de que 

los daños ocasionados a los bienes culturales pertenecientes a cualquier pueblo cons­

tituyen un menoscabo al patrimonio cultural de toda la Humanidad, puesto que cada 

pueblo aporta su contribución a la cultura mundial» y «Considerando que la conser­

vación del patrimonio cultural presenta una gran importancia para todos los pueblos 

del mundo y que conviene que ese patrimonio tenga una protección internacional». 

TOMAN, J., The Protection of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict..., op. 

cit., 1996, pp. 40-42. 
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lugar respectivo era un árbol de especial interés^^. De esta forma, 
aunque el apoyo a la inclusión de los bienes naturales fue amplio, no 
están protegidos por la Convención de La Haya de 1954. Su motivo 
estaría en el hecho de que entonces (1954) la preocupación por la pre­
servación y la protección del medio ambiente era prácticamente 
inexistente^i. Habría, pues, que esperar a la Guerra de Vietnam para 
cambiar de mentalidad. 

Ya hemos adelantado que la Convención de La Haya de 1954 dis­
pone una protección general y una protección especial para los bien­
es culturales o, lo que es lo mismo, distingue entre dos tipos de bien­
es culturales: aquellos que gozan de una protección general y aquellos 
otros que, por su excepcional importancia, disfrutan, además, de una 
protección especial. Tal distinción tuvo su origen en las deliberacio­
nes que se produjeron durante la elaboración de la Convención en el 
seno de la Conferencia Diplomática. Dos tendencias aparecieron cla­
ramente definidas: mientras un grupo estimó que la protección debía 
extenderse a la mayor cantidad posible de objetos, otro grupo man­
tuvo la tesis de restringir la protección hasta concederla sólo a muy 
pocos objetos de especial importancia no ya para el país poseedor, 
sino para toda la Humanidad en su conjunto^^. 

La solución adoptada fue fruto, pues, de un compromiso: se pro­
tege de forma general a muchos objetos y, de una manera espe­
cialmente intensa, a muy pocos objetos de excepcional importan­
cia. De esta suerte, la determinación de unos y otros bienes y el 
respectivo alcance de tan distinta protección quedó establecido en 
estos términos: 

a) Todos los bienes culturales a que se refiere el artículo 1 de la 
Convención se benefician de una protección general, a la que 
están sujetas las autoridades del país donde se encuentren. 
Luego, se necesitará de un acto normativo interno que obli­
gará, ciertamente, a tomar determinadas medidas de salva­
guardia y de respeto y que permitirá al gobierno señalizar el 
bien o bienes afectados con el emblema de protección. 

'O TOMAN, J., The Protection of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict 

, op. cit., 1996, p. 53. 
11 Ibidem, p. 53. 
'2 íbidem, pp. 97-99. 
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En este sentido, el alcance de la protección general se dirigirá, en 
primer lugar, a imponer a la Alta Parte Contratante una obligación 
de salvaguardia, de forma que se comprometa a preparar, ya en tiem­
po de paz, el amparo de tal bien, adoptando cuantas medidas resul­
ten necesarias para ello^^. Supone, pues, un compromiso estatal de 
naturaleza preventiva de adoptar medidas legislativas o técnicas para 
su protección tales como la creación de programas de acción que 
fomenten la información, la necesaria infraestructura, la financiación 
o el control de la consecución de su protección por las autoridades 
nacionales competentes (burocráticas, policía, etc.)̂ "*-

Y, en segundo lugar, la protección general originará una obliga­
ción de respeto que, a su vez, tiene un doble alcance^^: primero, para 
la propia Alta Parte propietaria en cuanto debe preservarlos de toda 
posibilidad de ataque y, segundo, para la Parte adversa en el conflicto 
a la que se prohibe atacar los bienes culturales, salvo en los supues­
tos a los que más adelante nos referiremos. El respeto impone, en 
definitiva, la obligación de no realizar actos de hostilidad contra los 
bienes culturales y se extiende, de modo expreso, a la prohibición de 
represalias contra los bienes culturales^^. 

b) Sólo unos pocos bienes de los comprendidos en el artículo 1 
de la Convención podrán gozar de la protección especial, para 
la cual deben reunir los siguientes requisitos^^: ser de «impor­
tancia muy grande»; estar alejados de grandes centros indus­
triales o de objetivos militares (salvo que la Alta Parte signa­
taria de la Convención y propietaria del bien afectado, se 
comprometa a no hacer uso alguno del objetivo militar en 
cuestión y a desviar todo tráfico si se trata de un puerto, esta­
ción ferroviaria o aeródromo); no ser utilizado para fines mili­
tares y, por último, estar inscritos en el 'Registro Internacio­
nal de Bienes Culturales bajo Protección Especial'^^. 

'3 Artículo 3 de la Convención de La Haya de 1954. 
^^ TOMAN, J., The Protection of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict 

.... op. cit., 1996, pp. 59-66. 

'5 Artículo 4 de la Convención de La Haya de 1954. 
'^ TOMAN, J., The Protection of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict 

.... op. cit., 1996, pp. 67-82. 

17/káem, pp. 100-104. 
'^ El Reglamento para la aplicación de la Convención de La Haya de 1954, apro­

bado al tiempo de ésta y parte integrante de la misma, establece en sus artículos 1 
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El alcance de esta protección especial se despliega desde el 
momento en que un bien queda inscrito en el 'Registro Internacio­
nal de Bienes Culturales bajo Protección Especial', por lo que afir­
mamos que este registro presenta el carácter de constitutivo de la 
protección especial que otorga la Convención de La Haya de 1954^^. 
Desde este momento, pues, debe hacerse efectivo el compromiso 
adquirido por las Altas Partes Contratantes de «garantizar la inmu­
nidad» de este tipo de bienes^o. Los bienes han de ser objeto de sal­
vaguardia y de respeto pero, además, gozarán de inmunidad que ten­
drá que ser hecha efectiva, naturalmente, con la conducta adecuada 
de tal Estado. En este sentido, la violación del compromiso por par­
te del Estado titular desvincula, a sensu contrario, a la parte adver­
sa quien, pese a ello, queda obligada a denunciar la violación antes 
de tomar cualquier medida contra el bien especialmente protegido^i. 

Expuestas con brevedad las condiciones y el alcance de la pro­
tección, la Convención de La Haya de 1954 se enfrenta al arduo pro­
blema de la compatibilidad de la protección con el principio de nece­
sidad militar. 

Así, el artículo 4, párrafo 2°, de la Convención declara, respecto de 
los bienes culturales sujetos a protección general, que las obligacio­
nes derivas del «respeto» «no podrán dejar de cumplirse más que en el 
caso de que una necesidad militar impida de manera imperativa su cum­
plimiento». Y, una disposición similar aparece en el artículo 11, párra­
fo 2°, respecto de los bienes culturales sujetos a protección especial. 
Cierto es que hay una diferencia entre ambos preceptos: mientras que 
en el artículo 4, párrafo 2°, no aparece determinada la persona que 

a 16 el procedimiento para la inscripción en el Registro. Un procedimiento que se 
inicia a instancia de parte y en el que son oídas, si así lo desean, las demás Altas 
Partes Contratantes, las que podrán formular objeciones e, incluso, su oposición a 
la inscripción. En su caso, la oposición habrá de ser motivada, admitiéndose sólo 
dos motivos para ello: que no se trate de un bien cultural; o que no reúna los requi­
sitos a los que hemos aludido en texto. Igualmente, en caso de oposición, el expe­
diente podrá concluir en un arbitraje —salvo que expresamente se haya rechazado 
al iniciarse la controversia—, o en un acuerdo adoptado por mayoría de dos tercios 
por las Altas Partes Contratantes. 

" TOMAN, J., The Protection of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict 

..., op. cit., 1996, p. 107. 
^° Artículo 9 de la Convención de La Haya de 1954. Ibidem, pp. 138-140. 
21 Ibidem, p. 135. 
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debe apreciar la existencia de la necesidad militar imperiosa, en el 
artículo 11, párrafo 2°, se concreta que la necesidad militar de atacar 
bienes culturales bajo protección especial sólo podrá declararse por 
un jefe militar de unidad igual o superior a una División. 

No es el momento de detenernos en una examen exhaustivo de 
los problemas que plantea el principio de necesidad militar con su 
correlativo de proporcionalidad; más aún, cuando esta cuestión se 
desarrollará posteriormente y, en especial, en la Segunda Parte de 
este trabajo. No obstante, si nos parece de importancia subrayar que 
en el proyecto preparado por la U.N.E.S.C.O. ya aparecían las cláu­
sulas de necesidad militar, que fueron incluidas pese a la oposición 
de un grupo importante de países^^. De modo especial, hubo oposi­
ción a la exclusión de la inmunidad respecto a los bienes de especial 
protección, sin que se consiguiera otra cosa que el párrafo 2° del artí­
culo 11 en su definitiva redacción transaccionaP^, que exige: la nece­
sidad militar ineludible; su declaración expresa por un Jefe de nivel 
División, al menos; y, en cuanto las circunstancias lo permitan, la 
notificación a la parte adversa. Si no se pudiera hacer esta notifica­
ción, habrá de hacerla, en todo caso y en el plazo más breve posible, 
al Comisario General de Bienes Culturales de la U.N.E.S.C.O. 

Por último, hay tres cuestiones de la Convención de La Haya de 
1954 que nos son de interés específico para nuestro tema de estudio: 
las medidas de salvaguardia necesarias y obligatorias, entre ellas, la 
catalogación y la señalización de los bienes; la difusión de su conte­
nido; y, el tema de las sanciones por las posibles infracciones. 

Respecto a la catalogación y señalización de los bienes, hay que 
empezar por decir que, desafortunadamente, el sistema de cataloga­
ción ha tenido un éxito casi nulo. Sólo se han inscrito en el 'Registro 
Internacional de Bienes Culturales bajo Protección Especial' un cen­
tro monumental y ocho refugios y, es más, algunos de éstos han sido 
ya retirados de la lista^"*. Podemos señalar algunas razones que expli-

22 Ibidem, pp. 74-79. 
23 Ibidem, pp. 144-147. 
24 Se trata de la Ciudad del Vaticano (18 de enero de 1960); un refugio en Alt-

Aussee en Austria (17 de noviembre de 1967); seis refugios en los Países Bajos — 
Zandvoort (2), Heemskerk (2, cancelados el 22 de septiembre de 1994), Steenwij-
herwold (cancelado el 22 de septiembre de 1994), y Maastricht (12 de mayo de 
1969)—; y el refugio central Oberrieder Stollen en Alemania (22 de abril de 1978). 
Vid. Registro Internacional de Bienes Culturales bajo Protección Especial, 
U.N.E.S.C.O.. Doc. CLT-97AVS/12, agosto de 1997. 
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can este reducido número de bienes inscritos. La primera se centra en 
el hecho de que para el ingreso en la lista se exija que el bien cultural 
se encuentre a suficiente distancia de un gran centro industrial o de 
cualquier objetivo militaras, y —seguro que conocemos multitud de 
casos— muchos bienes culturales valiosos se encuentran ubicados en 
el corazón de ciudades rodeadas de objetivos militares potenciales o, 
incluso, en su propio seno se encuentran instalaciones o centros de 
carácter militan En segundo lugar, otro motivo sería hecho de que los 
Estados puedan objetar el ingreso al Registro y en la práctica así lo 
han hecho, argumentando motivos de variada índole, tales como que 
la autoridad solicitante no era el representante^^. Y, finalmente, en lo 
tocante a la señalización, el cumplimiento de esta obligación tampo­
co ha sido muy efectivo en la práctica estatal, puesto si bien unos pocos 
Estados están realizando preparativos para su consecución^^, otros en 
cambio se oponen a su señalización argumentando que ello supondría 
indicar al enemigo el lugar de eventuales 'blancos'^^. 

En atención a la difusión del contenido de la Convención de 1954, 
tampoco se auguran mejores expectativas relativas a su cumpli­
miento a nivel estatal. Así pues, todas o casi todas las Altas Partes 
Contratantes ignoran la obligación que les impone los artículos 7 y 
25 de la Convención cuando disponen la difusión «lo más amplia­
mente posible en sus respectivos países, tanto en tiempo de paz como 
en tiempo de conflicto armado el texto de la presente Convención y del 
Reglamento para su aplicación». Los mismos artículos, además. 

25 Vid. artículo 8, párrafo 1°, apartado a), de la Convención de La Haya de 1954. 

2* Vid. Proyecto de Segundo Protocolo a la Convención de La Haya de 1954 para 

la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, U.N.E.S.C.O. Doc. 
HC/1999/rev.l, febrero de 1999. 

2'̂  En este sentido, Alemania, Belarus, Croacia, Egipto, Eslovenia, Madagascar, 
Malasia y Suiza, U.N.E.S.C.O., Information on the Implementation ofthe Convention 

for the Protection of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict, The Hague, 1954, 

1995 Reports, Doc. Ref. CLT-95AVS/13, December 1995, pp. 17, 22-24, 36-37, 42 y 44. 

La Convención de La Haya de 1954 ha establecido un emblema consistente en 
un escudo en punta, partido en aspa de color azul ultramar y blanco. Este escudo 
se utilizará para la protección de bienes culturales y se usará repetido tres veces para 
los bienes sujetos a protección especial. También puede utilizarse por el personal 
encargado de su custodia, para la tarjeta de identidad de éste y para el transporte 
de bienes culturales. Vid. artículos 6, 16 y 17. 

2̂  Así lo indicó Hungría, U.N.E.S.C.O., Information on the Implementation ofthe 

Convention for the Protection of Cultural Property..., op. cit., 1995, p. 30. 
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subrayan la especial trascendencia de la introducción de su estudio 
en los programas de instrucción militar y de su conocimiento y res­
peto por los miembros de las fuerzas armadas y, a ser posible, en los 
de instrucción cívica. Al respecto tenemos que comentar que, en los 
últimos tiempos, la práctica estatal demuestra que se están hacien­
do importantes esfuerzos para dar cumplimiento a esta obligación 
de difusión y enseñanza^^. 

Finalmente, en cuanto al problema de las sanciones por las posi­
bles infracciones cometidas, la Convención de La Haya de 1954 ha 
seguido el mismo sistema establecido en las Convenciones de Gine­
bra de 1949^^, imponiendo a los Estados signatarios la obligación de 
tomar, dentro de su sistema de Derecho Penal, las medidas necesa­
rias para castigar con sanciones penales y disciplinarias a los infrac­
tores de la Convención^^. 

Al respecto, los Estados Partes han incluido las disposiciones de 
la Convención en sus propios códigos penales y/o códigos penales 
militares, así como en determinadas regulaciones dirigidas expresa­
mente al estamento militar. Por otro lado, también se preguntó que 
si un Estado Parte estuviere obligado a perseguir e imponer sancio­
nes penales a personas que hubieren cometido infracciones fuera de 
la jurisdicción territorial penal del Estado en cuestión. La respuesta 
fue afirmativa, dado que se trata de uno de los objetivos de la mis­
ma Convención. Es razonable asumir la postura de que un Estado que 
tenga a su disposición la legislación general concerniente a la pro­
tección de su propio patr imonio cultural y que un acto punible diri­
gido contra dicha propiedad cultural en todo caso, habría de estar 
cubierto por aquellas disposiciones. Así, lo que de verdad queda aún 

^' TOMAN, J., The Protection of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict 

..., op. cit., 1996, pp. 91-96, especialmente vid. nota final n° 3. 

En este sentido, todos los Estados que han presentado informe ante la 
U.N.E.S.C.O. sobre el cumplimiento de la Convención de La Haya de 1954 subrayan 
la especial trascendencia de su difusión y enseñanza a los estamentos militares y civi­
les, que se ha traducido en la realización de cursos de enseñanza, del fomento de 
reuniones de expertos en la materia y en la publicación de manuales, guías y direc­
trices sobre el tema, vid. U.N.E.S.C.O., Information on the Implementation ofthe Con-

vention for the Protection of Cultural Property..., op. cit., 1995, pp. 15-48. 

3" TOMAN, J., The Protection of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict 

.... op. cit., 1996, p . 293. 

^̂  Artículo 28 de la Convención de La Haya de 1954. 
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por hacer, de acuerdo con el artículo 28 de la Convención, sería hacer 
efectiva sobre la práctica esta facultad estatal de perseguir a aqué­
llos que han cometido actos criminales fuera de la jurisdicción terri­
torial del Estado Parte^^. 

Igualmente, deberíamos preguntarnos sobre los avances recien­
tes en el ámbito penal internacional respecto de la protección de los 
bienes culturales. De esta suerte, el Estatuto del Tribunal Penal Inter­
nacional para la ex Yugoslavia de 1993 se refiere expressis verhis a las 
Convenciones de Ginebra de 1949 y no, sin embargo, a la Convención 
de La Haya de 1954. Los actos contra la integridad de los bienes cul­
turales se incluyen en el artículo 3, párrafo d), del Estatuto como 
«Violación de las leyes o usos de la guerra» de esta forma: 

«La aprobación o destrucción de instituciones consagradas al cul­
to religioso, la beneficencia y la educación o a las artes y las ciencias, 
monumentos históricos u obras de arte y científicas, o los daños deli­
berados a éstos.» 

Se observa que los autores del Estatuto quisieron recoger las nor­
mas consuetudinarias del Derecho Internacional Humanitario apli­
cadas desde la época del Tribunal de Nüremberg tal y como rezaban 

32 TOMAN, J., The Protectíon of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict 

..., op. cit., 1996, pp. 294-296. 

Sólo Bélgica, Eslovenia y Méjico han informado a la U.N.E.S.C.O. que han incor­
porado a sus códigos penales y/o códigos penales militares disposiciones relativas a 
la protección de los bienes culturales en periodo de conflicto armado en consonan­
cia con la Convención de La Haya de 1954. No sabemos, pues, si el resto de los Esta­
dos que han informado en este sentido han omitido esta cuestión porque efectiva­
mente ya las tienen incorporadas o, por el contrario, aún no lo han hecho. 

Por otro lado, es importante destacar que el Código Penal de la República de 
Eslovenia recoge como crimen contra la Humanidad y el Derecho Internacional la 
destrucción durante periodo de conflicto armado de monumentos culturales e his­
tóricos, así como de lugares naturales u otros recursos naturales protegidos y con­
siderados como patrimonio cultural y espiritual o como patrimonio natural. Así, se 
convierte quizás en el código penal nacional (del que tengamos noticia, claro está) 
más progresista al calificar esa violación como crimen contra la Humanidad y, por 
otro lado, al incluir a los bienes naturales calificados como patrimonio natural bajo 
esta singular protección. 

Vid. U.N.E.S.C.O., Information on the Implementation of the Convention for the 
Protection of Cultural Property..., op. cit., 1995, pp. 19, 37 y 42. 
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en las Convenciones de 1907. Pero, como hemos dicho antes, no se 
toma en consideración a la Convención de La Haya de 1954. Hay auto­
res que no comentan con extrañeza este 'olvido'^^j no obstante, debe­
ríamos preguntarnos su por qué. En efecto, bien pudiera haber reco­
gido el artículo 3, apartado d), del Estatuto la definición más 
completa de «bienes culturales» ofrecida por la Convención de la 
Haya de 1954 en su artículo 1. 

Por otra parte, también nos extraña que el Estatuto de la Corte 
Penal Internacional de 1998 en su artículo 8, bajo el título «Crímenes 
de guerra», en su párrafo 2°, apartado ix), mantenga el mismo talan­
te anterior cuando entiende por «crimen de guerra» 

«Dirigir intencionalmente ataques contra espacios dedicados al 
culto religioso, las artes, las ciencias o la beneficencia, los monu­
mentos, los hospitales y los lugares en que se agrupa a enfermos y heri­
dos, siempre que no sean objetivos militares». 

E, incluso, esta tendencia volvemos a encontrarla en la práctica 
en el Caso contra Pavle STRUGAR, Miodrag JOKIC, Milán ZECy Vla-
dimir KOVACEVIC ante el Tribunal Penal Internacional para la ex 
Yugoslavia de 22 de febrero de 200 P'*, en el que se acusa a militares 
de las fuerzas serbias por actos y omisiones cometidos contra las 
leyes y los usos de la guerra entre el 1 de octubre y el 31 de diciem­
bre de 1991 en el territorio de la República de Croacia, entre otros, 
del ataque contra la Ciudad Vieja de Dubrovnik, declarado lugar 
Patrimonio Común de la Humanidad por la U.N.E.S.C.O. en 1979 
que, además, se encontraba perfectamente señalizado según la Con­
vención de La Haya de 1954 y no se encontraban objetivos militares 
dentro o en los alrededores de esa zona^^. 

En efecto, en este caso se invoca el artículo 3, apartado b) —rela­
tivo a la consideración como crimen de guerra de la devastación no 
justificada por necesidades militares— y el artículo 3, apartado d) — 
relativo a la destrucción o daño deliberado contra instituciones con-

3̂  TOMAN, J., The Protection of Cultural Property in the Event of Armed Conflict 

..., op. cit., 1996, p. 295. 

341.C.T.Y., The Prosecutor of the Tribunal against Pavle STRUGAR, Miodrag JOKIC, 

Milán ZECy Vladimir KOVACEVIC, Case n° IT-01-42, 22 February 2001. 

5̂ Vid. I.C.T.Y., The Prosecutor of the Tribunal against Pavle STRUGAR, Miodrag 

JOKIC ..., op. cit., 22 February 2001, párrs. 28-31 y 42. 
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sagradas al culto religioso y a monumentos históricos— del Estatu­
to del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia de 1993. 
Igualmente, se invoca el artículo 52 del Protocolo Adicional I de 1977 
relativo a la protección general de los bienes de carácter civil. En nin­
gún momento, pues, el Fiscal fundamenta su acusación sobre la base 
jurídica de la Convención de La Haya de 1954 y, tampoco, del artí­
culo 53 del Protocolo Adicional I de 1977 relativo a la protección de 
los bienes culturales y de los lugares de culto que, además, hace refe­
rencia expresa a la misma Convención de La Haya de 1954 y a otros 
instrumentos internacionales sobre la materia aplicables. 

Con el objetivo de controlar la efectividad del cumplimiento de 
las disposiciones de la Convención de La Haya de 1954 y, en concre­
to, respecto de aquéllas referidas a los últimos aspectos señalados 
que, sin lugar a duda, necesitan de una certera voluntad estatal para 
su puesta en práctica, la misma Convención dispone en su artículo 
26, párrafo 2° que 

"(Las Altas Partes Contratantes), además, dirigirán al Director 
general, por lo menos una vez cada cuatro años, informes en los que 
figuren los datos que estimen oportunos sobre las medidas tomadas, 
preparadas o estudiadas por sus respectivas administraciones para el 
cumplimiento de la presente Convención y del Reglamento para la apli­
cación de la misma». 

Nos encontramos, pues, ante un mecanismo de control interna­
cional del cumplimiento por parte de los Estados de las disposicio­
nes de un tratado internacional basado en el sistema del envío de 
informes periódicos. Este mecanismo no contencioso de control 
internacional ha tenido un cierto éxito en aquellos convenios relati­
vos a la protección internacional de los derechos humanos^^. No obs­
tante, fuera de este ámbito, produce extrañeza su adopción en un tra­
tado relativo a Derecho Internacional Humanitario y, aún en mayor 

3* Nos referimos a la Convención internacional para la eliminación de todas las 
formas de discriminación racial de 1969; el Pacto internacional de derechos económi­
cos, sociales y culturales de 1966; el Pacto internacional de derechos civiles y políticos 
de 1966; la Convención internacional sobre la represión y el castigo del crimen de apar-
theid; la Convención sobre eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer; la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes; la Convención sobre los derechos del niño; y, por último, la Convención 
internacional contra el apartheid en los deportes. 
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medida, en época tan temprana (1954), debido a las conocidas reti­
cencias de los Estados a adoptar algún mecanismo de control sobre 
su conducta en materia de aplicación interna de las normas inter­
nacionales establecidas en el tratado respectivo, aunque se trate de 
un sistema de control muy tenue que evita, sobre todo, la confron­
tación o la acusación a los gobiernos por presuntas violaciones de 
las obligaciones internacionales que han asumido ya que no son, en 
su origen, mecanismos contenciosos ni contradictorios. 

Efectivamente, la obligación de informar supone, en principio, un 
procedimiento obligatorio no sujeto a reservas o derogaciones por 
parte de los Estados que deseen ser partes en el t ratado respectivo; 
en segundo lugar, conlleva la creación de un órgano de control esta­
blecido para recibir esos informes periódicos que dará lugar al ini­
cio de un procedimiento no jurisdiccional de examen de los men­
cionados informes que terminará en unas «observaciones finales» 
—donde se incluyen los aspectos positivos y negativos que el órgano 
instituido al efecto haya encontrado en su estudio, así como sus con­
clusiones y recomendaciones para superar los problemas más impor­
tantes que el mencionado órgano haya encontrado— que carecen de 
valor obligatorio; y, por último, la posterior publicación y difusión 
de tales opiniones en los informes anuales de los distintos órganos 
de control, cuya única virtud radica en ejercer cierta presión moral 
sobre los Estados. 

La práctica estatal respecto del envío de informes periódicos rela­
tivos al cumplimiento efectivo de la Convención de La Haya de 1954 
siempre ha sido decepcionante (sólo alrededor del 20% de los Esta­
dos Partes han cumplido alguna vez con esta obligación) y, cuando 
se ha hecho, no siempre se han ajustado a una exposición rigurosa 
de las medidas tomadas en cumplimiento de cada una de las dis­
posiciones de la Convención y, menos aún, respecto de aquellas 
medidas adoptadas cuando el Estado Parte se ha encontrado inmer­
so en un conflicto armado^^. Es más, según estudios realizados 
recientemente, el número de 'Estados cumplidores ' (23) no ha 
aumentado proporcionalmente al número de ratificaciones (105)^^. 

3̂  TOMAN, J., The Protection of Cultural Property in the Event of Armed Conflict 

..., op. cit., 1996, pp. 280-282. 

3^ HLADÍK, J., «Reporting system under the 1954 Convention for the Protection 

of Cultural Propety in the Event of Armed Conflict», R.I.C.R., vol. 82, n° 840, décem-
bre, 2000, p. 1008. 
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No obstante, no toda la falta de diligencia a este respecto recae en 
manos estatales puesto que, a fecha de abril de 2002, el último infor­
me—resumen de la U.N.E.S.C.O. sobre la evaluación de los infor­
mes estatales data del año 1995, previéndose que aquél esté prepa­
rado para el próximo año 2004 (¡ocho años de diferencia entre cada 
evaluación del cumplimiento de la Convención efectuada por la 
Organización!)^^. 

Avanzando en el tiempo y en busca de una protección de los bien­
es culturales más perfecta, el artículo 53 del Protocolo Adicional I de 
1977, dejando a salvo todas las prescripciones de la Convención de 
La Haya de 1954, prohibe: 

a) cometer actos de hostilidad dirigidos contra los monumentos 
históricos, obras de arte o lugares de culto que constituyen el 
patrimonio cultural o espiritual de los pueblos; 

b) utilizar tales bienes en apoyo del esfuerzo militar; y, 

c) hacer objeto de represalias tales bienes. 

Simplificadamente, se contiene un precepto similar en el artícu­
lo 16 del Protocolo Adicional II de 1977 que no habla, sin embargo, 
de la prohibición de las represalias. 

La finalidad primordial de estos preceptos era la de conseguir que 
los bienes culturales bajo protección especial a los que se refería el 
artículo 8 de la Convención de La Haya de 1954 quedasen protegidos 
siempre, sin necesidad de la previa inscripción y con respecto a todos 
los Estados que no eran parte en dicha Convención'*^. Lo que no es 
posible determinar es la efectividad de tal propósito, dadas las reti­
cencias que plantearon para la ratificación de los Protocolos Adicio-

3' Información obtenida a través del Sr. Jan HLADÍK mediante correo de fecha 
24 de octubre de 2003. 

40 BOTHE, M., K. J. PARTSCH y W. A. SOLF, New Rules for Victims ofArmed 

Conflicts. Commentary on the Two 1977 Protocols Additional to the Geneva Con-

ventions ofl949, Mart inas Nijhoff Publishers, 1982, pp. 333-334; SANDOZ, Y., Ch. 
SWINARSKI y B. ZIMMERMANN (eds.), Commentaire des Protocoles Additionnels 

du 8 juin 1977 aux Conventions de Genéve du 12 aoüt 1949, Comité International 
de la Croix-Rouge, Mart inus Nijhoff Pubhshers, 1986, p . 659; TOMAN, J., The Pro-

tection of Cultural Property in the Event ofArtned Conflict..., op. cit., 1996, pp. 388 
y 394-395. 
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nales de 1977 los mismos Estados que encontraron obstáculos para 
la ratificación de la Convención de La Haya de 1954^^. 

No obstante, la innovación más importante de los Protocolos Adi­
cionales de 1977 respecto la protección de los bienes culturales se cen­
tró en definir como infracción grave «el hecho de dirigir un ataque a 
monumentos históricos, obras de arte o lugares de culto claramente 
reconocidos que constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los 
pueblos y a los que se haya conferido protección especial en virtud de 
acuerdos especiales celebrados, por ejemplo, dentro del marco de una 
organización internacional competente, causando como consecuencia 
extensas destrucciones de los mismos, cuando no haya pruebas de vio­
lación por la Parte adversa del apartado b) del artículo 53 y cuando tales 
monumentos históricos, lugares de culto y obras de arte no estén situa­
dos en la inmediata proximidad de objetivos militares»^^ aunque, bien 
es cierto, que de una forma un tanto complicada y con importantes 
dudas en cuanto a su interpretación"*^. 

A fin de completar este iter jurídico relativo a la protección del 
patrimonio cultural, es preciso referirnos brevemente al Protocolo II 
sobre prohibiciones o restricciones del empleo de minas, armas trampa 
y otros artefactos, según fue enmendado en 1996 antes mencionado que 
ampara los bienes culturales, en primer lugar, de manera indirecta al 
prohibir en general el empleo de armas trampa contra «emblemas, sig­
nos o señales protectores reconocidos internacionalmente»'*'*; y, en 

'*' No obstante, quede aquí constancia del esfuerzo hecho por numerosos Esta­
dos entre los que hemos de destacar a España que en 1954 se opuso con tenacidad 
a la inclusión de las cláusulas de excepción (artículos 4, párrafo 2°, y 11, párrafo 2° 
Convención de La Haya de 1954) y que, en 1977, promovió —junto con Grecia y Jor­
dania— de la enmienda que dio lugar al artículo 53 del Protocolo Adicional I y al artí­
culo 16 del Protocolo Adicional II. Vid. TOMAN, J., The Protection of Cultural Pro-
perty in the Event ofArmed Conflict..., op. cit., 1996, pp. 76 y 382; y CDDH/III/17/Rev. 
1; XV Official Records, p. 213. 

''^ Artículo 85, párrafo 4°, apartado d), del Protocolo Adicional I de 1977. 
43 Vid. al respecto, BOTHE, M., K. J. PARTSCH y W. A. SOLF, New Rules for Vic-

tims ofArmed Conflicts ..., op. cit., pp. 519-520; SANDOZ, Y, Ch. SWINARSKI y B. 
ZIMMERMANN (eds.), Commentaire des Protocoles Additionnels du 8 juin 1977 ..., 
op. cit., 1986., pp. 657-667, en concreto, pp. 1026-1027; TOMAN, J., The Protection 
of Cultural Property in the Event of Armed Conflict..., op. cit., 1996, pp. 391-393. 

'*'* Artículo 7, párrafo 1°, apartado a), del Protocolo II, según fue enmendado en 
1996. 
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segundo lugar, de manera directa al prohibir expresamente el empleo 
de armas t rampa y otros artefactos contra los «monumentos históri­
cos, obras de arte o lugares de culto que constituyan el patrimonio 
cultural o espiritual de los pueblos s'*̂  g ^ cuanto al Protocolo III sobre 
prohibiciones o restricciones del empleo de armas incendiaras de 1980, 
la protección de los bienes culturales no se contempla de forma espe­
cífica, aunque podríamos incluirla dentro de la protección más gené­
rica referida a la protección de los «bienes de carácter civilw"* .̂ 

La eficacia de la Convención de La Haya de 1954 se convirtió en 
materia de preocupación internacional a comienzos de los años 
noventa del pasado siglo, sobre todo durante el conflicto de la anti­
gua Yugoslavia y, en concreto, tras el ataque a la ciudad de Dubrov-
nik en 1991, al que nos hemos referido anteriormente. Estos hechos 
conmovieron a la opinión pública internacional y el Gobierno de los 
Países Bajos, como parte de su contribución al Decenio de las Nacio­
nes Unidas sobre el Derecho Internacional, decidió promover una 
revisión de la Convención de La Haya de 1954. Como resultado, los 
Países Bajos y la U.N.E.S.C.O. conjuntamente encargaron y finan­
ciaron un estudio sobre la revisión de los objetivos y el funciona­
miento de la Convención y del Protocolo, con el objetivo de identifi­
car medidas para mejorar su aplicación y eficacia y definir si sería 
o no necesaria una revisión de la Convención mediante, quizás, un 
Protocolo adicional a la misma^^. 

A este primer paso siguieron varias reuniones de expertos y pos­
teriores propuestas hasta llegar a un proyecto final de un Segundo 
Protocolo a la Convención de La Haya de 1954'^^. La Conferencia 

'^^ Artículo 7, párrafo 1°, apartado i), del Protocolo II según fue enmendado en 

1996. 

46 Artículo 2, párrafos 1° y 3°, del Protocolo III de 1980. 

'*'' El resultado fue estudio realizado por el Profesor Patrick BOYLAN, Review of 

the Convention for the Protection of Cultural Property in the Event ofArmed Conflict (The 

Hague Convention ofl954), U.N.E.S.C.O. Doc. Ref. CLT.93AVS/12, 1993, 248 pp. 

'^^ Sobre este proceso, vid. HENCKAERTS, Jean-Marie, «New rules for the pro­

tection of cultural property in armed conflict. The significance of the Second Protocol 

to the 1954 Hague Convention for the Protection of Cultural Property in the Event of 

Armed Conflict», R.I.C.R., vol. 81, n° 835, septembre, 1999-, pp. 594-595. 
Igualmente, vid. U.N.E.S.C.O. Doc. HC/1999/l/rev.l, February 1999, Draft Second 

Protocol to the Hague Convention of 1954 for the Protection of Cultural Property in the 

Event of Armed Conflict. 
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Diplomática para la elaboración del Segundo Protocolo a la Conven­
ción de La Haya de 1954 se celebró en La Haya del 15 al 26 de marzo 
de 1999. El 26 de marzo de 1999, la Conferencia aprobó por consen­
so el Segundo Protocolo a la Convención de La Haya de 1954^^. 

Este Segundo Protocolo a la Convención de La Haya de 1954 es adi­
cional a la misma Convención de forma que no la modifica en modo 
alguno, sino que la complementa y es aplicable únicamente a los 
Estados que la hayan ratificado^o. Podemos estimar como principa­
les innovaciones de este Segundo Protocolo de 1999 en relación con 
la Convención de La Haya de 1954 los siguientes cuatro puntos: 

a) En cuanto a su ámbito de aplicación, el Segundo Protocolo de 
1999 se aplica a conflictos armados tanto internacionales como 
no intemacionales^i. De esta manera, la extensión de su apli­
cación a los conflictos armados no internacionales ha supues­
to una loable acomodación a los tiempos presentes, en los que 
la mayoría de los conflictos armados son de carácter no inter­
nacional y en los que, por otra parte, se ha demostrado que la 
protección de los bienes culturales puede ser problemática^^ 

Por otro lado, esta extensión de su ámbito de aplicación a los con­
flictos de carácter no internacional se adelanta a las disposiciones 

t9 U.N.E.S.C.O. Doc. HC/1999/7, 26 March 1999, Second Protocol to the Hague 

Convention of 1954 for the Protecdon of Cultural Property in the Event ofArmed Con-

flict, signed at the Hague, 17 May 1999. 

^^ Vid. artículo 2 del Segundo Protocolo de 1999. 

A fecha de 26 de enero de 2003 (fecha del último depósito), de los 105 Estados 
Partes en la Convención de La Haya de 1954 había un total de 16 Estados que habí­
an ratificado o se habían adherido al Segundo Protocolo de 1999, de modo que este 
Segundo Protocolo de 1999 aún no se encuentra en vigor puesto que para ello nece­
sita el depósito de veinte instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, en atención a lo dispuesto en su artículo 43, párrafo 1°. 

Estos Estados son: Argentina, Austria, Azerbaiján, Bielorrusia, Bulgaria, Chipre, 
El Salvador, España, Honduras, Libia, Lituania, Nicaragua, Panamá, Qatar, Repú­
blica Federal de Yugoslavia y la antigua República Yugoslava de Macedonia. El Esta­
do español firmó el Segundo Protocolo de 1999 el 17 de mayo de 1999 y lo ratificó el 
6 de julio de 2001. 

^' Artículos 3 y 22 del Segundo Protocolo de 1999. 

52 HENCKAERTS, J.-M., «New rules for the protection of cultural property in armed 

conflict...», op. cit., 1999, pp. 617-618. 
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que el Protocolo Adicional I de 1977 señalan respecto a su sistema de 
represión penal, que sólo se aplica a los conflictos armados interna­
cionales. Igualmente, es importante señalar que esta tendencia tam­
bién es conforme con las disposiciones del Estatuto de Roma de 1998 
en el que la Corte Penal Internacional tiene jurisdicción sobre los crí­
menes de guerra cometidos contra bienes culturales tanto en los con­
flictos armados internacionales como en los no internacionales, 
como veremos posteriormente 

b) El Segundo Protocolo de 1999 prescribe mejores orientaciones 
respecto a las medidas de salvaguardia que los Estados deben 
tomar en tiempo de paz contra los efectos devastadores de 
eventuales hostilidades, que ya recogía el artículo 3 de la Con­
vención de La Haya de 1954. Esta mejora radica en suminis­
trar ejemplos concretos de medidas que deben tomarse en 
tiempo de paz, a saber^^: la preparación de inventarios; la pla­
nificación de medidas de emergencia; la preparación para un 
eventual traslado; y la designación de autoridades competen­
tes que se responsabilicen de la salvaguarda de los bienes cul­
turales. Con la intención de brindar ayuda financiera o de otra 
índole en apoyo a estas medidas preparatorias, se dispone la 
institucionalización de un «Fondo para la Protección de los 
Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado»^^, que será 
administrado por un «Comité para la Protección de los Bien­
es Culturales en caso de Conflicto Armado»^^. 

Por otro lado, llama nuestra atención el hecho de que este Segun­
do Protocolo de 1999 amplíe la disposición general relativa a la «difu­
sión» ya contenida en la Convención de La Haya de 1954^^. Quizás, 
se pretenda con ello paliar la falta de voluntad estatal a este respec­
to, como hemos comprobado anteriormente. 

En este sentido, se encomienda a las autoridades militares y civi­
les que asumen responsabilidades respecto a la aplicación del Segun­
do Protocolo que estén perfectamente familiarizadas con el mismo. 
Especialmente, se solicita la incorporación a los reglamentos mili­
tares de orientaciones e instrucciones relativas a la protección de los 

53 Artículo 5 del Segundo Protocolo de 1999. i 

S"^ Artículo 29 del Segundo Protocolo de 1999. \ ^ ? ,,;2:l /¿";Í 
55 Ar t ícu lo 24 de l Segunda Protocolo de 1999. I 
56 Ar t ícu lo 25 de la Convención de La Haya de 1954. """I i ! " 
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bienes culturales^^ e, igualmente, se insta a crear mejores lazos de 
cooperación entre los Estados, la U.N.E.S.C.O. y las organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales pertinentes en la materia^^. 

c) En cuanto a la obligación de respeto por los bienes culturales, 
el Segundo Protocolo de 1999 da un nuevo contenido a la noción 
de «necesidad militar imperativa» dispuesta en la Convención de 
La Haya de 1954^^, con la intención de ampliar su significado y 
sus efectos en atención a su acomodación a lo dispuesto en el 
Protocolo Adicional I de 1977 respecto a la definición de «obje­
tivo militar»^*^. Además, esta noción se ha confirmado que for­
ma parte del derecho internacional consuetudinario, como lo ha 
demostrado el hecho de que países como Estados Unidos, Tur­
quía e India, que no son Estados Partes del Protocolo Adicional 
I de 1977, lo hayan declarado así durante la Conferencia Diplo­
mática de 1999 que suscribió el Segundo Protocolo de 1999^^. 

A continuación pues, merece la pena detenernos en el análisis el 
importante e innovador artículo 6 del Segundo Protocolo de 1999 que 
delimita y condiciona el concepto de «necesidad militar» en atención 
a la noción de «objetivo militar» de la siguiente manera: 

«A fin de garantizar el respeto de los bienes culturales de confor­
midad con el artículo 4 de la Convención: 

a) una derogación fundada de una necesidad militar imperativa 
conforme al párrafo 2° del artículo 4 de la Convención sólo se 
podrá invocar para dirigir un acto de hostilidad contra un bien 
cultural cuando y durante todo el tiempo en que: 

i) ese bien cultural, por su función, haya sido transforma­
do en un objetivo militar; y 

ii) no exista otra alternativa prácticamente posible para obte­
ner una ventaja militar equivalente a la que ofrece el hecho 
de dirigir un acto de hostilidad contra ese objetivo; 

5' Artículo 30, párrafo 3°, apartado a), del Segundo Protocolo de 1999. 

^̂  Artículo 30, párrafo 3°, apartados b) a d), y artículo 31 del Segundo Protoco­
lo de 1999. 

5̂  Artículo 4 de la Convención de La Haya de 1954.. 

*° Artículo 52, párrafo 2°, del Protocolo Adicional I de 1977. 
*> HENCíCAERTS, J.-M., «New rules for the protection of cultural property in 

armed conflict...», op. cit., 1999, p. 600. 
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b) una derogación fundada en una necesidad militar imperati­
va conforme al párrafo 2° del artículo 4 de la Convención sólo 
se podrá invocar para utilizar bienes culturales con una fina­
lidad que pueda exponerles a la destrucción o al deterioro 
cuando y durante todo el tiempo en que resulte imposible ele­
gir entre esa utilización de los bienes culturales y otro méto­
do factible para obtener una ventaja militar equivalente; 

c) la decisión de invocar una necesidad militar imperativa sola­
mente será tomada por el oficia que mande una fuerza de 
dimensión igual o superior a la de un batallón, o de menor 
dimensión cuando las circunstancias no permitan actuar de 
otra manera; 

d) en caso de ataque basado en una decisión tomada de confor­
midad con el apartado a) se debe dar aviso con la debida ante­
lación y por medios eficaces, siempre y cuando las circuns­
tancias lo permitan.» 

En primer lugar, hay que destacar que el Segundo Protocolo de 
1999 recoge el mismo concepto de «objetivo militar» que el señala­
do en el Protocolo Adicional I de 1977^^. Observamos pues, que la 
noción de «objetivo militar» como tal incorpora la idea de necesidad 
militar y, de esta forma, una vez que un bien adquiere el carácter de 
«objetivo militar» puede ser destruido, capturado o neutralizado, sal­
vo en ciertos casos excepcionales. En nuestro caso, la protección de 
los bienes culturales queda aumentada desde el momento en que el 
concepto de «objetivo militar» se utiliza para definir la excepción de 
la necesidad militar^^. 

En segundo lugar, el requisito establecido por la Convención de 
La Haya de 1954 de que la necesidad militar debe ser «imperativa» 
queda aclarado en el artículo 6, apartado a), subapartado ii), del 

2̂ Artículo 52, párrafo 2°, del Protocolo Adicional de 1977 y artículo 1, apartado 
f), del Segundo Protocolo de 1999: «Por 'objetivo militar' se entenderá un objeto que 

por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización, contribuye eficazmente a la acción 

militar y cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrece en las cir­

cunstancias del caso una ventaja militar definida». 

63 HLADÍK, Jan, «The 1954 Hague Convention for the Protection of Cultural Pro-

perty in the Event ofArmed Conflict and the notion ofmilitary necessity. The review of 

the 1954 Convention and the adoption ofthe Second Protocol thereto (26 March 1999)», 

R.LC.R., septembre, vol. 81, n° 835, 1999, p. 629. 
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Segundo Protocolo de 1999 mediante una segunda condición: <íque no 
exista otra alternativa prácticamente posible». De esta suerte, en con­
tadas ocasiones podrá invocarse la necesidad militar para justificar 
un ataque a los bienes culturales que obstaculicen el paso de un ejér­
cito en avanzada, pues casi siempre existirán otras alternativas para 
eludir dichos bienes. En definitiva, cuando se pueda elegir entre 
varios objetivos militares y uno de ellos es un bien cultural, no debe­
rá atacarse este último^'*. 

En tercer lugar, observemos que una derogación de la protección 
ofi:"ecida a los bienes culturales invocando la excepción de la necesi­
dad militar sólo podrá efectuarse en el caso de «utilizar bienes cul­
turales con una finalidad que pueda exponerles a la destrucción o al 
deterioro», según reza el artículo 6 en su apartado b). Además, se esta­
blece una condición temporal: «cuando y durante todo el tiempo en 
que resulte imposible elegir entre esa utilización de los bienes cultura­
les y otro método factible para obtener una ventaja militar equivalen­
te». En definitiva, pues, la «utilización» que se haga de los bienes cul­
turales es lo que de te rmina el que p ie rdan su protección; 
interpretación, por otro lado, acorde con la misma dada para el artí­
culo 53 del Protocolo Adicional I de 1977^^. Precisamente, el mismo 
artículo 6, apartado a), subapartado i), cuando señala que «sólo se 
podrá invocar para dirigir un acto de hostilidad contra un bien cultu­
ral cuando y durante todo el tiempo en que ese bien cultural, por su 
función, haya sido transformado en un objetivo militar» se dirige en 
apoyo de esta idea^^. 

Igualmente, el artículo 13 también recoge la excepción de la nece­
sidad militar con las mismas premisas en relación con los bienes cul-

*•* Así pues, esta disposición incluye los bienes culturales entre los objetivos mili­
tares que, de conformidad con el artículo 57, párrafo 3°, del Protocolo Adicional I de 

1977, no deberán atacarse. HENCKAERTS, J.-M., «New rules for theprotection of cul­

tural property in armed conflict...», op. cit., 1999, p. 601. 
«̂5 Vid. BOTHE, M., K. J. PARTSCH y W. A. SOLF, New Rules for Victims of Armed 

Conflicts ..., op. cit., 1982, pp. 328-334, en concreto, pp. 333-334; SANDOZ, Y., Ch. 
SWINARSKI y B. ZIMMERMANN (eds.), Commentaire des Protocoles Additionnels 

du 8 juin 1977..., op. cit., 1986., pp. 657-667, en concreto, p. 666. 

*̂  HENCKAERTS, J.-M., «New rules for the protection of cultural property in armed 

conflict...», op. cit., 1999, p . 605; HLADÍK, J., «The 1954 Hague Convention for the 

Protection of Cultural Property in the Event of Armed Conflict and the notion ofmili-

tary necessity ...», op. cit., 1999, p. 629. 

2 4 6 © UNED. Boletín de la Facultad de Derecho, núm. 25, 2004 



VALORACIÓN DE LA PROTECCIÓN JURÍDICO-INTERNACIONAL... 

turales bajo protección reforzada, cuyas características veremos a 
continuación. Sin embargo, en este caso se refuerzan dos requisitos 
que también encontramos en el artículo 6 para los bienes bajo pro­
tección general^^: uno, que el ineludible ataque haya sido ordenado 
por el nivel más alto del mando operativo (cuando para los bienes 
bajo protección general se exige que la decisión sea tomada por el 
oficial que mande una fuerza de dimensión igual o superior a la de 
un batallón, o de menor dimensión cuando las circunstancias no per­
mitan actuar de otra manera^^); y, dos, que se haya dado obligato­
riamente aviso con antelación por medios eficaces y, además, un pla­
zo razonable a las fuerzas adversarias para regularizar la situación 
(cuando para los bienes bajo protección general sólo se exige que se 
de aviso con la debida antelación y por medios eficaces, «siempre y 
cuando las circunstancias lo permitan»^^). 

Por último, la obligación de respeto de los bienes culturales tam­
bién alcanza al sistema de protección reforzada que el Segundo Pro­
tocolo de 1999 establece en su Capítulo 3 —artículos 10 a 14—. Con 
el objetivo de paliar el escaso éxito del sistema de protección espe­
cial de la Convención de La Haya de 1954, el Segundo Protocolo de 
1999 suprime el criterio de la distancia y restringe de manera estric­
ta la posibilidad de interponer objeciones. En el nuevo sistema, para 
que pueda incluirse un bien en la nueva «Lista de Bienes Culturales 
bajo Protección Reforzada»^^, éste debe cumplir tres requisitos^^: 

a) que sea un patrimonio cultural de la mayor importancia para 
la Humanidad; 

b) que esté protegido por medidas nacionales adecuadas, jurídicas 
y administrativas, que reconozcan su valor cultural e histórico 
excepcional y garanticen su protección en el más alto grado; 

c) que no sea utilizado con fines militares o para proteger insta­
laciones militares, y que haya sido objeto de una declaración 

^̂  HLADÍK, J., «The 1954 Hague Convention for the Protection of Cultural Pro-
perty in the Event of Armed Conflict and the notion of military necessity ...», op. cit., 
1999, pp. 629-630. 

*̂  Artículo 6, apartado c), del Segundo Protocolo de 1999. 
*' Artículo 6, apartado d), del Segundo Protocolo de 1999. 
^̂  Artículo 11 del Segundo Protocolo de 1999. 
•̂ 1 Artículo 10 del Segundo Protocolo de 1999. 

© UNED. Boletín de la Facultad de Derecho, núm. 25, 2004 2 4 7 



ROSARIO RODRÍGUEZ MATES 

de la Parte que lo controla en la que se confirme que no se uti­
lizará para esos fines. 

La decisión de otorgar o denegar la protección reforzada sólo 
podrá tomarse sobre la base de los criterios antes señalados y, en su 
caso, las objeciones a la concesión deberán de ser precisas y apoyarse 
en hechos^^. 

El hecho de que el Segundo Protocolo de 1999 sea adicional a la 
Convención de La Haya de 1954 y, en ese sentido, no la enmienda, con­
dujo a crear una nueva lista de bienes de protección excepcional a 
la que, incluso, se le hubo de otorgar otro nombre distinto. Así pues, 
los Estados cuyos bienes hayan sido registrados en la lista anterior 
(«Lista de Bienes bajo Protección Especial») y ratifiquen el Segundo 
Protocolo de 1999, deberán solicitar su transferencia a la nueva lista 
(«Lista de Bienes bajo Protección Reforzada»)^3. 

Si, como se ha dicho, el hecho de que se use ampliamente la «Lis­
ta de Bienes Patrimonio de la Humanidad» establecida por la Con­
vención sobre Patrimonio Mundial Cultural y Natural de 1972 resul­
tó un incentivo para tratar de hacer funcionar el «Registro 
Internacional de Bienes Culturales bajo Protección Reforzada»^"* 
(sobre todo, tras el caso de los ataques de la armada serbia contra la 

2̂ Artículo 11, párrafos 5° y 7°, del Segundo Protocolo de 1999. 
'^^ HENCKAERTS, J.-M., «New rules for the protection of cultural property in armed 

conflict...», op. cit., 1999, p. 609. 

^'' Incluso, con el objetivo de promover el interés de los Estados Partes en la Con­
vención de La Haya de 1954 por la protección especial, el Consejo Consultivo de la 
U.N.E.S.C.O. adoptó, en mayo de 1993, la Decisión 5.5.1. por la que se invitaba a los 
Estados que sean a la vez Partes en la Convención de La Haya y en la Convención 
sobre Patrimonio Mundial de 1972 y que tengan determinados sitios de interés cul­
tural inscritos en la «Lista sobre Patrimonio Mundial», a que se animen a inscribirlos 
en el «Registro Internacional de los Bienes Culturales bajo Protección Especial». Soli­
citud que no recibió respuesta alguna, vid. HLADÍK, J., «Actividades de la UNESCO 
en materia de aplicación y promoción de la Convención de La Haya de 1954 para la 
protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado y de sus dos Protoco­
los», en; Protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado. Informe de 
la Reunión de Expertos (Ginebra, 5-6 de octubre de 2000), C.I.C.R. —Servicio de Ase-
soramiento en Derecho Internacional Humanitario—, febrero de 2002, pp. 66-67; 
HENCKAERTS, J.-M., «New rules for the protection of cultural property in armed con­
flict ...», op. cit., 1999, pp. 608-609. 
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ciudad de Dubrovnik en el año 1991) la cuestión que nos invade es 
la siguiente: ¿cómo es que en este nuevo Segundo Protocolo de 1999 
no se ha considerado la posibilidad de tomar de modelo de referen­
cia el contenido de la «Lista de Bienes Patrimonio de la Humanidad» 
para elaborar la «Lista de Bienes bajo Protección Reforzada» o, lo 
que es lo mismo, cómo no se han unificado ambas listas?^^. En defi­
nitiva, pensamos, la «Lista de Bienes Patrimonio de la Humanidad» 
contiene monumentos y lugares nacionales que tienen un «valor uni­
versal excepcional»; además, los Estados solicitan el ingreso en esta 
lista privilegiada de forma constante y profusa, incluso 'rivalizando' 
entre ellos y, si se les otorga, hacen pública la concesión de este títu­
lo con honores, como veremos en el apartado siguiente. ¿No cabría, 
pues, mejor registro de bienes que sirviera de pauta para su preven­
ción y protección en periodo de conflicto armado? Como respuesta, 
se ha dicho que los procedimientos y las condiciones de ambos regis­
tros no se ajustaban^^. A lo que podemos responder que, viendo el 
escaso éxito de la anterior «Lista de Bienes bajo Protección Especial» 
y los no muy halagüeños presagios para la futura «Lista de Bienes 
bajo Protección Reforzada», queda demostrado que el procedimien-

5̂ Esta sensata idea ya se había lanzado por Stanislaw E. NAHLIK en 1986 cuan­
do expuso que una futura revisión de la Convención de La Haya de 1954 debería 
incluir una reforma del artículo 8 de esta Convención de acuerdo con los paráme­
tros protectores de la Convención de Patrimonio Mundial de 1972. 

Es más, esta cuestión se discutió en la 17^ sesión del Comité sobre Patrimonio 
Mundial (junio, 1992) y de acuerdo con ello se incluyó una nueva disposición en el 
texto revisado de las «Directrices operacionales para el cumplimiento de la Con­
vención sobre Patrimonio Mundial» adoptado por este órgano en 1993. Esta nueva 
disposición reconoce la importancia de la relación entre la Convención de Patrimo­
nio Mundial de 1972 y las Convenciones de Ginebra de 1949, la Convención de La Haya 
de 1954, la Convención de la U.N.E.S.C.O. de 1970, la Convención de Ramsar relati­
va a los humedales de importancia internacional de 1971 y, por último, la Convención 
CITES, así como otros tratados o futuros tratados que persigan como objetivo la con­
servación. No obstante, esta nueva disposición sólo insta a los órganos interguber­
namentales de control de tales convenciones a llegar a una apropiada coordinación 
y al intercambio de información entre ellos. 

Vid. respecto de esta cuestión, TOMAN, J., The Protection of Cultural Property 
in the Event ofArmed Conflict..., op. cit., 1996, pp. 117-118, especialmente nota final 
n ° 5 , y p . 375. 

^̂  HENCKAERTS, J.-M., «New rules for the protection of cultural property in armed 
conflict...», op. cit., 1999, p. 608. 
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to de registro para el caso de conflicto armado es del todo inoperante. 
¿Por qué no adaptarnos al eficaz sistema establecido también por la 
U.N.E.S.C.O. para periodo de paz? 

Quizás encontremos las respuestas a estas cuestiones si conti­
nuamos con la exposición de cuándo el Segundo Protocolo de 1999 
considera que un bien cultural que se encuentra bajo protección refor­
zada pierde tal protección. En un primer momento, podríamos pen­
sar que la pérdida de la protección reforzada está condicionada a que 
la utilización del bien cultural lo convierta en un objetivo militar. 

No obstante, como claramente se ha expuesto^^, el Segundo Pro­
tocolo de 1999 no establece un sistema de protección más bajo o más 
alto segiin que el tipo de protección sea general o reforzada. No exis­
te diferencia en el nivel de protección y no hace falta distinguir dos 
formas distintas en que un bien cultural pueda convertirse en un obje­
tivo militar. La diferencia entre ambos tipos de protección reside en 
las obligaciones del titular del bien cultural. De tal forma, en el caso 
de la protección general, el titular del bien tiene derecho, si es nece­
sario, a convertir el bien en objetivo militar utilizándolo para una 
acción militar. En el caso de la protección reforzada, el titular del bien 
nunca tiene derecho a convertir el bien en objetivo militar utilizán­
dolo para una acción militar. Así que, para poder registrar un bien en 
la «Lista de Bienes bajo Protección Reforzada» se requiere que el Esta­
do Parte se cuestione sin dudas si alguna vez necesitará dicho bien 
para fines militares y obtenga una respuesta negativa. Y lo que es más 
importante, en este caso la utilización con fines militares de un bien 
incluido en la «Lista de Bienes bajo Protección Reforzada» equival­
dría a una violación grave del Segundo Protocolo de 1999 y el Estado 
titular el bien e infractor estaría sujeto a una sanción penal como cri­
minal de guerra, como veremos en el siguiente punto d). 

En efecto, la terminología «protección reforzada» induce a error; 
más bien, el sistema debería denominarse de «protección registra­
da» o «certificada», en el sentido de que el titular del bien registra o 
certifica su compromiso de que el bien nunca se utilizará con fines 
militares. 

Comprobamos así que la omisión de esa unificación de Listas que 
solicitábamos anteriormente era, sin dudas, una omisión consenti-

77/Wdem, pp. 609-611. 
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da, que no fruto del olvido. ¿Cómo un Estado accedería a que los 
bienes culturales que tiene registrados en la «Lista de Bienes Patri­
monio de la Humanidad» vía Convención sobre Patrimonio Mundial 
de 1972, pasen a formar parte de forma automática a la «Lista de 
Bienes bajo Protección Reforzada» vía Segundo Protocolo de 1999? 
¿Cómo certificar su promesa de que todos esos bienes no se utiliza­
rán para contribuir a la acción militar? Sin lugar a dudas, pues, nos 
aventuramos a presagiar que la inoperancia del nuevo registro esta­
blecido por el Segundo Protocolo de 1999 para una clase de bienes 
que, en puridad, ya se encuentran registrados, será fruto de una ('muy 
sabia') falta de voluntad estatal, más que de simples excusas basa­
das en un complejo ajuste procedimental entre registros, en dificul­
tades técnicas de ubicación o de temores a eventuales atentados. 

d) Por último, en este Segundo Protocolo de 1999 se ha dado un 
gran paso respecto al importante tema de la responsabilidad 
penal por las eventuales violaciones de su normativa. Este es, 
quizás, el ámbito en el que el Segundo Protocolo de 1999 acla­
ra y desarrolla el Derecho Internacional Humanitario en rela­
ción con la protección de los bienes culturales en periodo de 
conflicto armado^^. 

Así, en primer lugar, el artículo 15 —elaborado a partir de las 
disposiciones contenidas en el Protocolo Adicional I de 1977 y 
en el Estatuto de la Corte Penal Internacional de 1998^^— defi­
ne cinco actos que constituyen violaciones graves que exigen 
una sanción penal si se cometen de manera intencional y en 
violación de la Convención de La Haya de 1954 o de su Segun­
do Protocolo de 1999, a saber: 

a) hacer objeto de un ataque a un bien cultural bajo protec­
ción reforzada; 

b) utilizar los bienes culturales bajo protección reforzada o sus 
alrededores inmediatos en apoyo de acciones militares; 

c) causar destrucciones importantes en los bienes cultura­
les protegidos por la Convención y el Segundo Protocolo o 
apropiárselos a gran escala; 

*̂ Vid. artículo 28 de la Convención de La Haya de 1954. 
^̂  Artículo 53 del Protocolo Adicional I de 1977 y artículo 8, párrafo 2°, aparta­

do b), subapartado ix), del Estatuto de la Corte Penal Internacional de 1998. 
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d) hacer objeto de un ataque a un bien cultural protegido por 
la Convención o por el Segundo Protocolo; 

e) y, por último, robar, saquear o hacer un uso indebido de 
los bienes culturales protegidos por la Convención, y per­
petrar actos de vandalismo contra ellos. 

Esta lista de violaciones graves está basada en propuestas pre­
sentadas por Austria y el Comité Internacional de la Cruz Roja, lo 
que explica por qué contiene dos tipos de violaciones^^. 

El primer grupo propuesto por Austria comprendería las tres pri­
meras violaciones señaladas —a) a c)— que son aquéllas que en las 
Convenciones de Ginebra de 1949 y en el Protocolo Adicional I de 1977 
se denominan «infracciones graves»^*. Respecto de éstas, los artícu­
los 17 a 20 del Segundo Protocolo de 1999 establece un sistema cohe­
rente de enjuiciamiento y de extradición del delincuente desde el pun­
to de vista del Derecho Penal Internacional. De esta forma, los 
Estados deberán ejercer su competencia sobre la base de la juris­
dicción penal universal, es decir, que deberán ejercer su competen­
cia para enjuiciar no sólo cuando la infracción se comete en territo­
rio nacional o cuando el inculpado sea un nacional, sino también 
cuando es un no nacional el que comete la infracción^^. No obstan­
te, existe una excepción respecto de los nacionales de los Estados que 
no son Partes en el Segundo Protocolo de 1999, que se incorporó al 
texto a propuesta de un conocido Estado tradicionalmente protec­
tor de sus nacionales^^ s in embargo, el alcance de esta excepción 
disminuye con el reconocimiento en el mismo Segundo Protocolo de 
1999 de que, en virtud del Derecho nacional e internacional aplica­
ble —incluido el derecho internacional consuetudinario—, los Esta­
dos pueden ejercer jurisdicción sobre dichas personas^'*. 

^^ HENCKAERTS, J.-M., «New rules for the protection of culturalproperty in armed 

conflict...», op. cit., 1999, p. 615. 

^' Artículo 85, párrafo 4°, apartado d), del Protocolo Adicional I de 1977. 

^̂  Artículo 16, párrafo 2°, apartado a), del Segundo Protocolo de 1999. 

^^ Propuesta de los Estados Unidos de América, vid. artículo 16, párrafo 2°, apar­
tado b), del Segundo Protocolo de 1999. HENCKAERTS, J.-M., «New rules for the pro­

tection of cultural property in armed conflict...», op. cit., 1999, p. 616. 

^^ Artículo 16, párrafo 2°, apar tado a), del Segundo Protocolo de 1999. Ibidem, 

p. 616. 
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El segundo grupo comprendería las dos últimas violaciones gra­
ves de la lista —d) y e)—, añadidas a propuesta del Comité Interna­
cional de la Cruz Roja sobre la base de lo dispuesto en el Estatuto de 
la Corte Penal Internacional de 1998 que recogía estos actos como 
constitutivos de crímenes de guerra sujetos, por ello, a sanción 
penaF^. No obstante, en estos dos casos no existe obligación de ejer­
cer jurisdicción cuando la presunta infracción sea cometida en el 
extranjero por un no nacional, aunque nada impide a los Estados 
ejercer dicha jurisdicción^^. En este sentido, pues, en los supuestos 
de los dos últimos tipos de infracciones del artículo 15 —d) y e)—, 
lo establecido por el Segundo Protocolo de 1999 es la jurisdicción 
universal facultativa. 

CONCLUSIÓN 

Del relato de los esfuerzos jurídicos destinados a la protección en 
periodo de conflicto armado del patrimonio cultural en tanto que 
memoria colectiva de la Humanidad podemos concluir una opinión 
satisfactoria respecto del mismo. A un instrumento jurídico inter­
nacional temprano en el tiempo (1954) hemos añadido un Segundo 
Protocolo de 1999 que desarrolla y perfecciona el Derecho Interna­
cional Humanitario aplicable a la materia. Además, este es un dato 
más para poder afirmar que el Derecho Internacional Humanitario 
—tradicionalmente protector de la vida humana— incorpora, pro­
mueve y adapta jurídicamente nuevos intereses y dimensiones bajo 
su halo protector^^. 

En efecto, desde el punto de vista jurídico el Segundo Protocolo 
actualiza la Convención de La Haya mediante la introducción de con­
ceptos ya subrayados en el Protocolo Adicional I de 1977; aclara las 
obligaciones destinadas a la adopción de medidas preventivas y de 

*5 Artículo 8, párrafo 2°, apartado b), subapartado ix), del Estatuto de la Corte 

Penal Internacional de 1998. 

^* Según artículo 16, párrafo 2°, apartado a), del Segundo Protocolo de 1999. 

^̂  Vid. a este respecto, SANDOZ, Y., «Prioridades que han de definirse: tratar la 

protección de los bienes culturales como un capítulo del Derecho Internacional Huma­

nitario», en: Protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, Informe 
de la Reunión de Expertos (Ginebra, 5-6 de octubre de 2000), C.I.C.R. —Servicio de 
Asesoramiento en Derecho Internacional Humanitario-, febrero de 2002, pp. 21-25. 
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difusión; perfecciona el mecanismo de control de la obligación de 
cumplimiento mediante la definición de las violaciones graves y a 
través de la imposición da los Estados del deber de ejercer jurisdic­
ción sobre esas violaciones; extiende su ámbito de aplicación a los 
conflictos armados no internacionales; clarifica la conducta del 
adversario y la invocación de la «necesidad militar»; y muy en par­
ticular, brinda la oportunidad de hacer efectivo el régimen de «pro­
tección especial» reemplazándolo por un sistema nuevo y perfeccio­
nado de «protección reforzada»^^. 

No obstante, el relato de la voluntad y el compromiso estatal fren­
te a esta normativa jurídico—internacional es decepcionante. De los 
actuales 191 Estados Miembros de Naciones Unidas, sólo 105 son 
Estados Partes en la Convención de La Haya de 1954; 87 son Esta­
dos Partes en su Primer Protocolo; y 16 se han adherido al Segundo 
Protocolo de 1999 que, a día de hoy, aún no se encuentra en vigor 
(sólo faltan 4 ratificaciones o adhesiones más). Respecto de éste últi­
mo, en los últimos años se han incorporado Estados emblemáticos 
como China (en el año 2000) o extrañamente ausentes hasta enton­
ces, como Portugal (en 2000) o Dinamarca (en 2003). También 
observamos ausencias significativas, pero que no resultan ser una 
novedad en cuanto a su voluntad de manifestar un compromiso 
internacional en ésta y en otras materias, como son Estados Unidos 
y Reino Unido. 

Además, esta desidia estatal alcanza al sencillo sistema de cata­
logación y señalización propuesto y, como hemos subrayado, el sis­
tema de control mediante el envío de informes periódicos es cierta­
mente inoperante, a pesar de su carácter no contencioso. 

Pero, quizás, lo más alarmante en esta valoración de la protec­
ción jurídica sea el que el Estatuto del Tribunal Penal Internacional 
para la ex Yugoslavia de 1993 'olvide' tomar en consideración la mis­
ma Convención de La Haya; que el Estatuto de la Corte Penal Inter­
nacional de 1998 recoja como crimen de guerra contra el patrimo­
nio cultural una definición un tanto opaca del mismo, lejos del 
espíritu y de la letra de la Convención de La Haya; y, por último, que 
en un reciente caso sobre la destrucción de un bien cultural Patri­
monio Común de la Humanidad (la Ciudad Vieja de Dubrovnik) ante 

*̂ HENCKAERTS, J.-M., «New rules for the protection of cultural property in armed 

conflict...», op. cit.. 1999, p. 619. 
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el Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia, el Fiscal 
no fundamente su alegato sobre la base de este régimen jurídico. 

En definitiva, en este su próximo 50° aniversario de la Convención 
de La Haya de 1954, la comunidad internacional, el jurista y el Esta­
do deberían aunar sus esftierzos en pro de la asunción de compro­
misos jurídicos y de un efectivo y veraz cumplimiento de los ya asu­
midos en cuanto a la protección internacional del patrimonio cultural, 
vivo símbolo de los logros de la Humanidad. No habrá mejor regalo. 
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